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S U M A R I O  
Se abre la sesión a km cinco y quince minu- 

Proyecto de Constitución (XXl lZ) .  
Artículo 153. - E l  señor Solé Tura retira la 

enmianda del Grupo Comunista.-No exis- 
tiendo más enmiendas a este artículo, se 
vota el texta de llco Ponencia, que es apro- 
bado por unanimidctcf, con 30 votos. 

Artículo 154.-El señor Fraga lribarne desta- 
ca una errata que aparece en el apartado 2 
del proyecto, que recoge el señor Presiiien- 
te. - El señor Canyellas Balcells defiende 
su enmienda a la letra b) del apartado 1 .- 
Interviene ei señor Peces-Barba Martínez, 
quien formula um enmienda «in vocen a 
las letras a) y c) del apartado i.-Zntervie- 
nen los señores Sendra Navarro, Vizcaya 

tos de la tarde. 

Retana y Fmga Znbarne. -Aclaración del 
señor Canyellas Bnlcel1s.-Contestación del 
señor Frqga 1ribarne.-Se vota la enmiendka 
del señor Canyellcas Balcells al apartado 1, 
que fue  rechazada por 15 votos en contra 
y ninguno a favor, con 17 abstenciones. - 
Se vota a continuación la enmienda del 
Grupo Socialista al capartado 1,  que fue 
aprobada por unanimidad, con 31 votos.- 
No ha lugar cm votar, por tanto, el texto de 
la Ponencia.-Seguidamente, se vota la en- 
mienda de la iMinoría Vasca, que fue re- 
chazada: por dos votos en contra y dos a 
favor, con 26 abstenciones.-Se vota la en- 
mienda de la Minoría Catalana, que fue 
aprolbbcoda por 29 votos a favor y ninguno 
en contra, con dos @stenciones.-Se vota 
a continuación el primer inciso del aparta- 
do 2 del texto de la Ponencia, que fue apro- 
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bado por unanimidad, con 30 votus.-Para 
explicur el voto intervienen los señores Pé- 
rez-Llorm Rodriga, Peces-Barba Martínez 
y Sendra Navarro. 

Artículo 155.-Zntervtenen los señores De la 
Fuente de la Fuente, Solé Tura, Fraga Zri- 
banie, Cisneros Laborda y Esperabé de Ar- 
tecaga González.Ce VQta ia enmienda &l 
señor De la Fuente de la Fuente a la Ie- 
tm a), que fue rechazcacEca por 28 votos en 
contra y dos a favor, sin abstenciones.- 
Seguiümente, se vota la enmien.& «in vo- 
ce» del señor Espercabé de Artt~ga Gomá- 
lez, a la letra a), que fue aprobaicEa p r  32 
votos a favor y ninguno en contra, con una 
abstención.Ce vota el texto de la Ponen- 
cia para las letras b) y c), que es cp+&ado 
por unanimi&cad.-Fíu-a explicar el voto in- 
tervienen los señores Salé Tura, Peces-Bar- 
ba Martínez y Fraga Zribarne. 

Artículo 156.-Zntervienen los señores Silva 
Muñoz, Alzaga Villamil, Fraga Zribarne y 
Peces-Barba Martínez.Ce vota el Último 
inciso de la enmienda del señor Silva Mu- 
ñoz, que fue rechazada por 21 votos en 
contra y dos a favor, con dos abstemio- 
nes .Ce  vota a c o n t i n m h  la enmiendca 
del señor Akuga Villamil, que fue aproiba- 
dca por 29 votos a fWQr y dos en contra, 
sin abstmciones.-Por último, se vota la 
enmienda proponiendo una crdkión a este 
artículo, formulada por el señor Peces-Bav- 
ba Martwz, que fue aprobada por 28 v0- 
tos a favor y dus en contra sin abstencio- 
nes.+& este texto como aipartado 2. 

Se suspende la sesión. 
Se reanuda la sesión. 
Artículo 157.-El señor Peces-Barba Martí- 
nez defiende su enmienkia, a la que se ad- 
hiere el señor Frdga Zribmnre.Ce votan los 
tzptadm 1 y 2 (el 1 deoacuercfo con la en- 
mienda del señor Peces-Barba 'Mmtínez), 
que son aprobados por unanimidcad, con 29 
votos. 

Artículo 158.-No existiendo enmiendas a es- 
te artfcuto, se vota el taxto & la Ponencia, 
que fue aprobado ,por unanimidad, con 30 
votos. 

Se levanta ia sesión a  ES siete y cincuenta 
minutos de la turbe. 

Se abre b sesión a Ias cinco y quince mi- 
nutos de la tarde. 

El señor PRESIDE"I!E: Proseguimos el de- A ~ ~ ~ C U I O  1s 
bate del proyecto cmtitucional. Compioli- 
de entrar en el articulo 153 del informe de la 
Ponencia, que sólo comprende un párrafo, y 
no constan más enmiendas ni votos particu- 
lares que la que en su día mantuva al Grupo 
Parlamentario Comunista, la número 697 del 
señor Barrera Costa. 

Tiene la palabra el señor Sdé. 

El señor SOLE TUM: Señor Presidente, 
nosotros retiramos esta enmienda, teniendo 
en cuenta que era correlativa con lo que se 
hubiese decidida en el artículo anterior, y da- 
da la redacción que finahnenk se dio 'a este 
articulo 152, la enmienda que proponemos al 
153 carece de sentido. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Solé. 

Se ruega a los señores Diputados de los 
Grupos Parlamentarios que las enmiendas «in 
vote) las presenten con la posible antolación 
para que puedan ser xerocopiadas sin Nrdi- 
da de trabaja para la Comisión. 

El artículo 153, del texto de la Ponencia, 
no tiene, pues, ni enmienda ni voto particu- 
lar alguno y pasamos a su votación. 

Efectuada b votm;ón, fue oprob& el tex- 
to de la Ponencia por unanlmW,  con 30 
votos. 

El señor PRESIDENTE. Pasamos aJ artlcu- Articulo 1y 
lo 154, que consta de dos apartados, el pri- 
mero de ellos dividido en cuatro párrafos. 

El señor FRAGA IRIBARNE: En la segun- 
da línea «in fine» del apartado 2 hay una erra- 
ta evidente que debe ser corregida. Donde di- 
Ee: «... deberá ser ratificada o rubricada), de- 
be .decir: ((ratificada o revocada)), aunque su- 
pongo que el buen criterio de todos lo habrá 
suplido. 

El señor PRESDENlE Está claro. Muchas 
gracias, señor Fraga, 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Pido 
la palabra. 
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El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Hay 
una enmienda «in vote», presentada por el 
Grupa Parlamentario Socialista, al apartado 1 
del artículo 154, que ya cmom la Presiden- 
cia; pero, si hay otras enmiendas presentadas 
por escrito, podríamos pasar a la defensa de 
las mismas antes de entrar en 70s otros te- 
mas, para no perder tiempo. 

El señor PRESIDENTE: No las hay, don 
Gregoria, puesto que la aúmero 691, de don 
Laureano L6pez R d 6 ,  fue incorporada al tex- 
to de la Ponencia. 

El señor CANYELLAS BALCELLS: Está la 
mía a la letra b), que es la número 246. 

El señor PRESIDENTE: Con la venia de los 
que hayan presentado enmiendas «in vote», 
que por su demora en hacerlo están xercrcoi 
piándose, tiene la palabra don Antón Cmye  
llas para defender la número 246 a la letra 
b) del apartado 1. 

El señor CANYELLAS BALCELLS: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, ini- 
cialmente mi enmienda era sobre el párra- 
bo b) del artículo 152, que se refería a los 
recursos de amparo por violación de los dei 
reclhos establecidos en el capítulo 11 del tí- 
tulo 11, que abarcaba todo lo referente a las 
libertades públicas y a las derechos y debe 
res de los ciudadanos, como se titula ahora; 
por tanta, a la totalidad de lw  mismos me 
refiero. En el caso de aceptarse la enmienda 
que propongo, correspondería a la Comisión 
buscar la forma exacta de encajarla, a tra- 
vés de los retoques precisos. 

Al rechazar esta enmienda, S S .  S S .  de la 
Ponencia constitucional declararon lacónica- 
mente que no se aceptaba por entender que 
na es necesario introducir un criterio1 para in- 
terpretar los derechos. Me cuesta admitir es- 
te rechazo en un punto de importancia trss- 
cendmtal para España y que puede tener, en 
ciertos momentos, graves consecuencias. 

Si bien nuestra país puede ostentar un pri- 
mer puesto europeo en la obra histórica de 
f m a c i h  del Estada moderno, podrá ne- 

garse que tiene la tradición más &bil y q u e  
bradiza de la Europa no totalitaria, respecto 
a las libertades y derechos públicos de la 
Edad Contemporánea!. Parece neoesario que, 
cuando por segunda vez en la historia de es- 
te siglo nos reunimos e?, Cortes constituyen- 
tes, hagamos todo lo necesario para impedir 
que resurja una tradición interpretativa de 
estos derechos y libertades fundamentales 
quei, heredada da Francia, se manifest.6 pu- 
jante durante la vigencia de nuestra ccmstitu- 
ción de la monarquía de la restauración. 

Durante años se mantuvo por nuestros Tri- 
bunales que las derechos constitucionales de- 
bían ser vistos en la perspectiva de las leyes 
ordinarias y disposiciones complementarias 
que regulaban su ejercicio. 

Esta fue  la gran prestidigitación que pX- 
miti6 tener un seudosistema liberal en nues- 
tro país y que vemos vigente en Francia, aun- 
que sea en forma atenuada. 

Se restringe en forma indirecta y disimu- 
lada por disjxxiciones administrativas incluso 
sin que intervengan las (Co~Tes, y, polr tanto, 
sin debate pública. El ejercicio de las liber- 
tades públicas no puede estar a la discreción 
le  las autoridades administrativas, y el Tri- 
>unal constitucional ha de poder salir d pa- 
;o de cualquier ataque contra las mismas, in- 
:luso a través de la ley ordinaria. 

Las libertades públicas y los derechos fun- 
iamentales no pueden estar abandonados a 
sus propias fuerzas, que sm grandes, sino 
p e  precisan el apoyo político de todos los 
:iudadanos a través de la sensibilización de 
a opinión pública, pero nwesitan también del 
razo poderoso del Tribunal constitucional 
rara el día de la gran prueba, el día del con- 
'licto con una autoridad pública. Entonces, 
míoras y señores Diputados, el Tribunal p@ 
irá actuar, no sólo con la! decisión c m  que 
ss tq  seguro que actuará en todo caso, sino 
:on la tranquilidad absoluta de tener a la vis- 
a una norma estricta que le obliga a cm- 
iderar las prescripciones bien claras que, sea 
:ual sea su m i g a  ideológico, son hoy punto 
le encuentro de todos los hambres de nuestra 
:ivilización y que han informado el espíritu 
le1 proyecto de nuestra Constitución. 

Por ello no basta establecer en la primera 
iarte de la Cmstituci6n una declaración au- 
éntica de los derechos inailienables e impres- 
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crüptibles de los españoles, pues eso podrí~ 
interpretarse s610 como un mandato dirigidc 
a los legisladores del futuro, sino que se ha- 
ce preciso recordar que los jueces de la Cms- 
titución, cuando tengan ante sí el casa pal. 
pitante, el conflicto entre un agente del p 
der y un ciudadano parai esclarecer si el pri- 
mero actuó legítimamente, o si el segunda 
pretendió alga injusto, puedan acogerse a 
normas claras y detalladas que son hoy base 
del acervo común de los países de la civili- 
zación occidental. 

Un gran juez, el americano Cardoso, Ma- 
gistrado del Tribunal Suprema, por cuyas ve- 
nas corría sangre española, escribi6 en 1921: 
<Mi deber c m o  juez, tril vez consista 8n ob- 
jetivizar el d m h o ,  na mis propias aspira- 
ciones, convicciones y filosofías de los h m -  
bres y mujeres de mi época». 

Podríamos figurarnos la labor del juez, si 
lo deseáramos, como la tarea de un traduc- 
tor lector de los signos y símbolois que se le 
entregan para su interpretación, y muy cier- 
to es que no encontraremos hombres para es- 
ta tarea a na ser que hayan absorbido el es- 
píritu y se hayan llenada con el amor de 
aquel lenguaje que han de aprender. 
Los franceses se han quejado de este sis- 

tema que ha permitido poner la libertad en 
el abandono, según el título; de uno de los 
libros más profundos y detallados que se han 
publicado en aquel pais. Su autor, Herrera, 
ha precisada los males de este sistema. 

Con esta enmienda, señoras y señares Dipu- 
tados, se lograría sin mayar esfuerzo exponer 
en forma auténtica y solemne los motivos en 
los que se fundan los fines perseguidos por la 
Constitución en su declaración de derechos 
fundamentales y libertades públicas. 

Por otra parte, esta propuesta es coherente 
con la piedra fundamental de nuestro mdena- 
,hiento jurídico que 6s el titulo preliminar d d  
&digo civil que rige en todas las ramas h i  
Derecha reformado en el año 1973. Alll se 
enumeran tres fuentes del ordenamiento ju- 
rídico: la ley, la costumbre y los principios 
generales del Derecho. Es evidente que el ter- 
mina de «ley» ha de ser sustituido aquí por 
el de «Constitución». 6Pero qué debemos po- 
ner en lugar de costumbres o principios ge- 
nerales de Derecho cuando estrenemos una 
Constitución? Creo que con esta fórmula se 

encuentra una solución satisfactoria, porque 
los pactos internacionales de los derechos hu- 
manos antes citados, representan la concm 
tización en normas legales ,de unas principios 
generales que hay que respetar si no quere- 
mos retroceder a sistemas políticos regresi- 

Si es perfectamente normal que los diver- 
sos derechos adscritos al ser humano se li- 
miten entre sí, que los derechos del hombre 
como persona incluida en la vida de la so- 
ciedad no quepan en la historia humana sin 
restringir en cierta medida las libertades y 
derechos fundamentales que tiene como per- 
sona individual, es obvio que al determinar 
el grado de tales restricciones es cuando sur- 
gen las diferencias y antagonismos irreducti- 
bles. 
Pues bien, encontramas en un tratado in- 

ternacional que forma parte ya de nuestm 
ordenamiento jurídico -no lo olvidemos-, 
pero sin talla supralegal, determinado con 
precisión el grado de tales restricciones que 
pueden sufrir los derechos fundamentales y 
las libertades políticas, aceptadas también por 
todos los Estados democráticas occidenta- 
les. 

En el articulo 2.O del Pacto Internacional 
sobre Derecho$ Civiles y Política y, asimismo, 
en el propio artículo 2.", párrafo 2, dgl Pacto 
sobre Dereohos Económicos, !hiales y Cul- 
turales, suscritos y ratificados por España en 
el pasado año 1977, se expresa que cada uno 
de los Estados se compromete a rmpetar y 
garantizar a todos los individuos que se en- 
cuentren en su territorio los derechos recono- 
cidos en el mencionado Pacto, añadiendo en 
otros apartados que con toda persona ouyos 
derechos o libertades reconocidios en al €'acto 
hayan sido viulladols, podrá interponer un re- 
curso colectivo. 

Por tanto, en el momento de decidir el Tri- 
bunal Constitucional sobre estos derechos in- 
cardinados en los pactos suscritos, no puede 
prescindir, en la interpretación, de los casos 
a que le somete el contenido de dichos Pac- 
tos. Así, e1,Tribunad Constitucional que ga- 
rantiza los derechos fundamentales y liberta- 
des políticas, al dársele un mandato expreso 
por parte de la Constitución, será el instru- 
mento más eficaz para su cumplimiento. No 
causará ningiin daño a la Constitución ni ha- 

vos. 
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rá ningún mal a España que se consagre en 
reil texto constitucional el principio de que pa- 
ra interpretar l a  normas a que se refieren di- 
chos derechos y libertades, se tmen en con- 
sideracih los Pactos Internacionales sobre 
Derec~hos Humanos de Naciones Unidas. Ello 
daría ai dos españoles una mayor garantía y al 
Tribunal una base segura que le ayudaría a 
interpretar con mayar justicia y fidelidad 8s- 
tas principios que, en dehitiva, constituyen 
ya el fundamento espiritual de nuestro proyec- 
to de ley constitucional. 

Por si fuera más adecuada, tengo una en- 
mienda ain vencen por si mi propuesta pudiera 
ser tomada en consideración. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Canyellas. El señor Peces-Barba, del Grupo 
Parlamentario Socialistas del Congreso, pue- 
de hacer uso de la palabra. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: El 
Grupo Parlamentario Socialista y yo perso- 
nalmente, que he dedicado el tiempo acadé- 
mico universitario en los últimos años a es- 
tudiar los temas de los derechos humanos, 
apreciamos de manera muy sincera los bue- 
nos deseos y la buena voluntad del Diputado 
señor Canyellas para que se produzca una 
adecuada realización y protección de los de- 
rechos humanos. 

Entendemos que hay que oponerse a su en- 
mienda por razones fundamentalmente técni- 
cas y científicas. En primer lugar, no resultan 
concretados los textos internacionales a los 
que se refiere. El Pacto de Derechos Econó- 
micos, Sociales y Culturales, que es uno de 
los dos pactos aprobados en diciembre de 
1966 por las Naciones Unidas en desarrollo 
de la Declaración Universal de 1948, no está 
comprendido dentro de la protección del re- 
curso de amparo. Solamente se comprenden 
en el recurso de amparo las libertades, que 
serán en todo caso las que estarán acotadas 
por el Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 

Por otra parte, no entendemos bien la ra- 
zón por la cual se excluye de la interpreta- 
ción que propone el señor Canyellas la Con- 
vención Europea de Derechos Humanos, que 
es un texto mucho más próximo y con mayor 
concreción técnica que los Pactos de las Na- 
ciones Unidas. 

No entendemos por qué se excluyen otros 
principios que no están incluidos en el Pacto 
de Derechos Civiles y Políticos, como el de 
proteccidn de las minorías, respecto de las 
cuales, por ejemplo, las Naciones Unidas han 
tenido una gran preocupación. 

Creemos que ni al Tribunal Constitucional, 
ni a ningún otro, se le puede acotar un texto 
para que sea el que le sirva para interpretar 
las normas del derecho interno, sobre todo 
cuando ese texto forma parte, de acuerdo con 
lo que establece el artículo 89 de nuestro pro- 
yecto constitucional, del Derecho interno es- 
pañol. 

No debe olvidar el señor Canyellas ni los 
señores Diputados que el proyecto en el ar- 
tículo 89 dice: «Los tratados internacionales 
válidamente celebrados, una vez publicados 
oficialmente en España, formarán parte del 
ordenamiento interno». El decir aquí que el 
Tribunal Constitucional debe tener en cuenta 
este texto que forma parte del derecho inter- 
no es como decir que el Tribunal Constitu- 
cional debe tener en cuenta el ordenamiento 
jm’dico español. Naturalmente que debe te- 
nerse en cuenta, pero no se debe especificar 
una norma haciendo especial énfasis en ella 
significando que debe tenerse en cuenta. 

Por otra parte, entendemos que las preocu- 
paciones que el señor Canyellas ha expuesto 
en relación con que el poder ejecutivo, la Ad- 
ministración, a través de normas reglamen- 
tarias, no desvirtúa el sentido de los derechos 
fundamentales, no de todos los derechos, sino 
de las libertades públicas que son las que es- 
tán protegidas por el recurso de amparo, y 
es importante insistir en esto, ya están.per- 
fectamente aclaradas por lo que establece el 
artículo 48, apartado 1, cuando dice: «Los 
derechos y libertades reconocidos en el capí- 
tulo 11 del presente título vinculan a todos 
los poderes públicos. Sólo por ley, que1 en 
todo caso deberá respetar su contenido esen- 
cial, podrá regularse el ejercicio de tales de- 
rechos y libertades, que se tutelarán de acuer- 
do con lo previsto en el artículo 154, apar- 
tado 1, letra a), es decir, que el Poder regla- 
mentario no puede, en forma alguna, desarro- 
llar lo que establece el título 1, porque sola- 
mente por ley se puede producir este des- 
arrollo. 

En definitiva, por toda una serie de razones 
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fundamentalmente técnicas y porque enten- 
demos que no se añade nada con esta enmien- 
da, que es un nuevo intento del señor Canye- 
llas de introducir lo que ya la Coinisión de- 
claró que no era adecuado cuando lo planteó, 
como él mismo ha recordado, en otro artícu- 
lo, es por lo que pedimos a la Comisión y a 
todos los señores comisionados que voten en 
contra de esta enmienda. Nada más y muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: No solicitada la pa- 
labra y distribuida entre S S .  S S .  la enmienda 
«in vocen que presenta el Grupo Socialista al 
apartado 1 del precepto debatido, tiene la pa- 
labra el señor Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados, 
nuestra enmienda al apartado 1 del artícu- 
lo 154 no tiene ningún contenido de fondo. 
Tiene simplemente un contenido de homoge- 
neización con el resto del lenguaje utilizado 
en otros artículos y de aclaración de algunos 
términos. Voy simplemente a limitarme a des- 
cribir cuál es el sentido de la enmienda «in 
voce)). En la letra a) del apartado 1 decimos: 
«Del recurso de inconstitucionalidad contra 
leyes y disposiciones normativas)). Sustitui- 
mos el término mormas)) por ((disposiciones 
normativas)) que ya había sido utilizado con 
anterioridad para referirse a las normas con 
fuerza de ley de las Comunidades Autóno- 
mas. 

En la letra b) evidentemente hay un error, 
cuando se dice en el texto «del recurso de 
amparo por violación de los derechos y liber- 
tades establecidas en el artículo 48, 2...», por- 
que no es el artículo 48, 2, el que establece 
esos derechos y libertades, sino que es el tí- 
tulo 1, capítulo 1, el que lo establece. Por con- 
siguiente, sustituimos el término ((estableci- 
das)) por ((referidos)), y quedaría «del recurso 
de amparo por violación de los derechos y 
libertades referidos en el artículo 48, 2, de 
esta Constitución». Y luego añadimos ((cuan- 
do hubiere sido ineficaz la reclamación ante 
otros Tribunales)). Porque la referencia a 
«otras autoridades)) aquí parece excesivamen- 
te genérica y, sobre todo, entendemos que 
desconoce lo que el número 2 del artículo 48 
contiene cuando dice que «... se podrá recha- 

zar la tutela ante los Tribunales ordinarios 
por un procedimiento basado en los princi- 
pios de preferencia y de sumariedad ...». 

Solamente cuando este procedimiento ante 
la jurisdicción ordinaria no da resultado, es 
cuando se puede acudir ante el recurso de 
amparo. 

Por eso, de lo que se trata es de aclarar 
que la reclamación ineficaz se refiere a ese 
recurso y es conveniente indicar «otros Tri- 
bunales)) en vez de ((otras autoridades)). 

Y ,  por fin, en la letra c) lo último, pero no 
lo menos importante, cuando se dice «...y los 
demás que puedan plantearse)), entendemos 
que este término produce una gran inseguri- 
dad jurídica y hay que suprimirlo para dejar: 
«De conflictos jurisdiccionales y de competen- 
cia)), sin más. 

Este es el sentido de la enmienda que, con 
excepción del término ((Tribunales)) sustitu- 
yendo a ({autoridades)), que tiene un mínimo 
contenido de fondo, el resto es un contenido 
puramente formal de lo que, a nuestro juicio, 
es una mejora técnica, y por eso pedimos que 
se vote favorablemente por la Comisión. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Peces-Barba. ¿Turno en contra? (Pau- 
sa.) Se pondrá a votación en su momento el 
texto íntegro de la enmienda del Grupo Par- 
lammtario Socialista. 

El apartado 2 del propio precepto, en su 
primer inciso, no tiene enmienda alguna. La 
enmienda viene al párrafo que comienza con 
«la impugnación)). Habida cuenta que ya se 
ha corregido el defecto material de ((ratifica- 
da» por «revocada», la Minoría Catalana pre- 
senta una enmienda a este segundo inciso que 
empieza con «la impugnación)). 

La Minoría Catalana tiene la palabra. 

El señor SENDRA NAVARRO: Esta en- 
mienda que hemos presentado la Minoría Ca- 
talana se defiende por sus propios términos, 
puesto que se trata simplemente de una re- 
forma técnica. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
¿Turno en contra? (Pciasa.) Al propio inciso 
el Grupo Parlamentario Vasco, aunque no ha 
dado lugar a repartir el texto, propone úni- 
camente la modificación del final del párrafo, 
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que dice «...en el plazo de seis meses)), por 
((tres meses)). 

El señor Vizcaya tiene la palabra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Aun acep- 
tando el principio de suspensión que contie- 
ne el número 2 del artículo 154, y respetando 
la necesidad de que el Tribunal Supremo (lo 
cual nos parece también un avance) pueda 
levantar o ratificar la decisión de suspensión, 
entendemos que posponer durante seis meses 
la suspensión de toda norma o de todo acto 
que realice una c y u n i d a d  autónoma, puede 
suponer de hecho y en la práctica un boicot 
continuo y constante a la actividad legisla- 
tiva y ejecutiva de la comunidad autónoma. 
Porque si bien el plazo de seis meses no es 
excesivo, respecto a determinadas normas 
cuya ejecución y cuyos efectos son a largo 
plazo, nos podemos encontrar con multitud 
de disposiciones de tipo coyuntural de nece- 
saria aplicación rápida, por ejemplo en ma- 
teria de medio ambiente, en materia educa- 
tiva, etc.; normas que si se suspenden por el 
mero hecho de que las impugne durante seis 
meses el Gobierno, y aunque se diga que el 
Tribunal Constitucional puede ratificar o le- 
vantar la suspensión, en el plazo máximo de 
seis meses, todos los que estamos en el ejer- 
cicio de la abogacía sabemos que los plazos 
ante los Tribunales se agotan hasta el final. 

Mantener, como digo, la suspensión de seis 
meses para este tipo de normas coyunturales 
causaría un gravísimo perjuicio en la admi- 
nistración de las comunidades autónomas. 
Por tanto, mi Grupo Parlamentario, aun es- 
tando de acuerdo en esta posibilidad de la 
suspensión mediante impugnación del Gobier- 
no, entiende que el plazo de seis meses es 
excesivo y puede constituirse en algo perju- 
dicial. Por ello proponemos que se reduzca 
a tres meses, plazo mas que suficiente para 
que el Tribunal Constitucional, sin necesidad 
de entrar en el fondo y viendo si existe al- 
guna causa de suspensión o no, se decida so- 
bre ello. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
don Manuel Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Aun teniendo 
en cuenta las razones expuestas, éstas pre- 

sumen indudablemente que se va a actuar 
siempre en  todos los casos de la suspensión, 
que no se van a tener en cuenta por parte 
del Gobierno y c i~4  Tribunal las razones de 
urgencia y, en definitiva, que existe un riesgo 
en el uso de este precepto. 

La verdad e s  que no habiéndose aceptado 
algunas propuestas que nosotros hicimos en 
nuestro voto particular, y que mantendremos 
en el Pleno, respecto al control directo de las 
normas, con posibilidad del Gobierno de sus- 
penderlas como tales, lo menos que puede 
hacerse es que el Tribunal tenga tiempo para 
verlo. Este plazo de seis meses no será ago- 
tado. Este no es un Tribunal ordinario, sino 
excepcional, y tendrá en cuenta todas las in- 
formaciones políticas necesarias. El plazo de 
seis meses en la práctica parece necesario y 
pedimos que no se altere el precepto. 

El señor PKESIDENTE: Habiendo sido de- 
batido el precepto, vamos a proceder a la vo- 
tación del mismo. 

El señor FKAGA IRIBARNE: Se ha repar- 
tido la enmienda «in vocen que modifica la 
anterior escrita del señor Canyellas y que es 
más extensa y más completa, por lo que de- 
bería discutirse como tal, puesto que no fue 
ésta la expuesta, sino que es distinta. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Canyellas Balcells. 

El señor CANYELLAS BALCE,LLS: Como 
dijo el señor Peces-Barba, la enmienda «in 
vote)) que he presentado es más amplia que 
la formulada por escrito anteriormente. Se- 
ría importante que la Constitución recogiera 
el sentido de esta enmienda, que no es otro 
que el de patentizar lo importantes que han 
sido para nosotros y para el futuro del país 
los Pactos Internacionales de Derechos Hu- 
manos. Creo que en estos momentos poder 
constitucionalizar que se tendrán en conside- 
ración estos Pactos es enormemente impor- 
tante, porque de una forma u otra garanti- 
zamos que estos derechos humanos se han 
interpretado en una forma mucho más amplia 
que la que puede ser en nuestro proyecto 
constitucional. 
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El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Fraga Iribame. 

El señor FRAGA IRIBARNE: El señor Pei 
ces-Barba había hecho ya unas observaciones 
técnicamente importantes sobre la enmienda 
escrita presentada por el señor Canyellas y 
estoy segun> de que con su profundo cona 
cimiento del tema las haría de nuevo en este 
caso, porque aquí por lo menas, a mi más mo- 
desta visión, se hace algo más grave que lo 
que entonces se ha dicho, que es constitu- 
cimalizar una serie de pactos sin saber si los 
vamos a ratificar o no, lo cual a mi juicio tie- 
ne una extrema gravedad desde el punto de 
vista de la t6cnic-a internacional y prejuzga 
el futuro. Una cosa son los principios y otra 
esos pactos que vienen acompañados de una 
serie de connotaciones políticas de quién los 
firma y quién no, que son de la mayor tras- 
cendencia. Por tanto, hay una nueva dificul- 
tad técnica importante que se añade a las an- 
teriores, muy pertinentemente señalada por 
el señor Peces-Barba. 

Quisiera entrar en la cuestión de fondo, 
l>crrclue creo que es fundamental; sobre todo 
una frase que antes usó, con su mejor inten- 
ción, el señor Canyellas, que me parece tiene 
demasiada importancia para dejarla pasar sin 
un comentario, cuando habló de la tradición 
débil y quebradiza de nuestro país en materia 
de derechos humanos y, por lo mismo, dio a 
entender la necesidad de someternos a una es- 
pecie de la Internacional por nuestra propia 
situaci6n en esta materia. Mi Gmpo Parla- 
mentario no está dispuesto a aceptarlo, ni en 
el principio ni en la forma ni en ninguna de 
sus manifestaciones. El señor Canyellas sabe 
tan bien como yo que todos los países tienen 
altos y bajos. 

El que haya estudiado la historia de nues- 
tro siglo XIX nos definiría como un pafs h- 
e&ibile poilíticamnte en esta y otras ma'te- 
rias, y a la Inglaterra victoriana como un 
paradigma de estabilidad y de Estado de De- 
recho f i m .  En al siglo XVII, cuando h a c b  
mos las Leyes de Indias y cuando los ingleses 
hacían su primera revolución, tal vez el jui- 
cio hubiera sido al contrario. España, desde 
luego, puede presumir de que desde las cá- 
tedras de Salamanca y Alcalá se hizo la pri- 
mera doctrina importante sobre los derechos 

humanos, que ha dado lugar a una literatura 
impresionante, entw la que destaca un libro 
de un arzobispo alemán, uno de los grandes 
profesores de esta materia, que la define exac- 
tamente como la primera y más importante 
contribuci6n moderna a la doctrina de los 
demohos humanos. Y ésa no fue una doctrina 
teórica, hecha en una cátedra, para uso del 
Delfín o solamente de los doctrinarios; ew 
fue discutirle a los colonos españoles y a su5 
abogados en Espaiía, entre los que estaba 
Juan Ginés de Septilveda, cuestiones de inte- 
reses i~mportantísimos, en los cuales la Coro- 
na y el Estado español de entonces optaron 
por los derechos del débil y no por los pri- 
vilegios del fuerte. 

Por tanto, creo que habría que equilibrar 
ese juicio, pera en todo caso lo que 110 PO- 
drá negar el señor Canyellas es que no fue, 
ciertamente, en nuestros siglos XIX y xx don- 
de faltaron declaraciones solemnes; lo que 
faltó fue la práctica de ellas. 

Los que hemos dedicado una parte de nues- 
tra vida a estudiar estas problemas hemm 
visto que no son los países de más largas de- 
claraciones de derechos, como Francia, los 
que más sistemáticamente 10s han mantenido; 
en cambio, aquellos que casi cicateramente, 
como los países anglosajones, ni siquiera han 
legisiado sobre ellos, ni los han constitucio- 
nalizado, sino que tienen una jurisprudencia 
constante, paciente, basada en la opinión y 
en la práctica de las ideas, creando unos de 
rechos de heuho, que no meras declaraciones 
de libertad como tales derechas, son en los 
que existe la teoría y la práctica más profun- 
da de estas libertades ptíblicas. 

En todo caso, corno se ha dicho, por razo- 
nes de técnica jurídica, incluso de auténtica 
elegancia «juris», no tiene sentido decir al 
juez español: «Tenga ustie'd en menta al in- 
terpretarlo unos textos que ya forman parte 
del Derecho espaiíul, en la parte que están re- 
cibidos como tales~. Con arreglo al principio 
anglosajón (ya acogido en el artículo 89 de 
este proyecto), dnternational law is a part d 
the law of the landn, o ((Téngalos usted en 
cuenta cuando no forman parte de este de- 
recho todavía, porque nuestros organismos 
públicos todavía no los han aceptadon. 

En este sentido yo entiendo, finalmente, 
que la referencia que se ha hecho al Título 
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del Código Civil es inadecuada y que el juez 
debe basarse no en que le daigamos «(éstos son 
los principios generales del Derecho)), sino 
tener la tremenda, majestuosa libertad y res- 
ponsabilidad de buscarlos él par sí mismo, 
con su cilencia y lógica jurídica, en todo lo 
que sea Derecho natural o de gentes, inde 
pendientemente dme otros aspectos de los que 
tradicionalmente constituyen esos principios 
generales del Derecho. 

Por estas razones fil~osóficas, políticas, prác- 
ticas y de justa defensa de nuestra tradición 
jurídica, que no puede referirse a un solo pe- 
ríodo, sino a toda nuestra historia, llena de 
altos y bajos, como en todos los países, debe- 
mos oponernos lo mismo a la enmienda escri- 
ta que a la «in vote» del señor Canyellas; más 
todavía a la segunda, por las razones que he 
incado. 

El señor PRESIDENTE: Pond'remos a vota- 
ción la enmienda «in vme» del señor Canye- 
llas al apartado 1 del artículo 154. 

Efectuada la votación, fue rechazada la en- 
mienda por 15 votos en contra y ninguno a 
favor, con 17 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: A continuación se 
pone a votación la enmienda «in vacen del 
Grupo Parlamentario Socialista al propio 
apartado. 

Efectuada la votación, fue aprobada la e n  
mienda por unanimidad, con 31 votos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
apartado 1 según la enmienda dmel Grupo Par- 
lamentario Socialista. 

Se pone a votación la enmienda de la Mi. 
noría Vasca, que no hacía referencia más que 
al plazo. 

Efectuada la votación, fue rechazada Za en- 
mienda por dos votos en contra y dos a favor, 
con 26 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 

Se pone a votación la enmienda de la Mi- 
enmienda de la Minoría Vasca. 

noría Catalana. 

Efectuada la votación, fue aprobada la en- 
mienda por 29 votos a favor y qipguno en COQ- 

tra, con dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
enmienda cin vote)) de la Minoría Catalana. 

Realmente, falta por poner a votación el 
primer inciso del apartado 2, que había que. 
dado incólume. ¿Suponemos que al aprobar 
por general asenso el sfegundo párrafo hemos 
aprobado el primero? (Pausa.) 

Se pone a votación el primer párrafo del 
apartado 2 del texto de la Ponencia, que no 
tiene enmienda alguna. 

Efectuada la votación, fue aprobado el pri- 
mer párrafo del apartado 2, aprobado por una- 
nimidad, con 30 votos. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguien pide la pa- 

Tiene la palabra el señor Pérez-Llorca. 
labra para explicación de voto? (Pausa.) 

El señor PEREZ-LLORCA RODRIGO: Se- 
ñor Presidente, en relación con las dos en- 
miendas, la última «in vote», presentadas por 
don Antón Canyellas, de las que entiendo sólo 
se ha votado la formulada «in vocen, mi Gru- 
po considera necesario hacer unas breves acla- 
raciones, dado que, en los términos que se ha 
desarrollado el debate, en nuestro Grupo ha 
producido una cierta perplejidad. 

Nosotros, en principio, contemplábamols 
con simlpatía la enmienda del señor Canye- 
llas - p r  entender que, como muy recientemen- 
tle nos recordaban los portavoces de distintos 
Grupos Parlamentarios en el Pleno del Con- 
greso, con ocasión de la aprobación de una 
resolución, parece que lo progresivo, lo mo- 
derno, lo adecuado en el campo de los dere- 
chos humanos es precisamente todo lo ten- 
dente a la internacionalización de los mis- 
mos. Ya en el correspondiente «Diario de Se- 
siones)) queda constancia de que, a partir de 
la segunda guerra mundial, con la firma de 
los Pactos de las Naciones Unidas y de los: 
Convenios europeos, esta internacionalización 
es una cuestión que pasa de estar en los prin- 
cipios a estar en las normas. Por tanto, en- 
tendíamos nosotros, en principio, que se tra- 
taba de una enmienda progresiva y la con- 
templábamos con simpatía. 

Hemos escuchado con suma atención los 
argumentos en contra,, unánimleunente coinci- 
dentes, de los Grupos Parlamentarios Alianza 
Popular y Socialimsta del Congreso, d e b  decir 
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que con atención y con perplejidad en uno 
de los casos, porque no nos han parecido con- 
vincentes. Los argumentos que se han mane- 
jado, en definitiva, son los de la indetermina- 
ción de los Pactos aue se constitucionaliza- 
rían, a los que se haría referencia en este caso 
la conveniencia expresada 'por el Partido So- 
cialista -si no he entendido mal - d e  que, en 
cualquier casa, se incluya el Pacto de Dere- 
chos Civiles y Políticos en esta constituciona 
lizacidn y la inconveniencia de que se cons- 
titucionalice el Pacto de Derechos Económicos 
y Sociales. 

Nosotros creemos que el problema debe ser 
contemplado en su mnjunto y entendemos 
que no se puede hablar de una protección 
constitucional del Pacto de Derechos Civiles 
y Políticos, dejando aparte el Pacto de Dere- 
chos Económicos y Sociales que, como Sus 
Señorías conocen, tiene un alcance en este 
momento más importante para la realidad de 
una concepción moderna de lo que son los 
derechos humanos. 

Se han esgrimido, sobre todo por parte del 
señor Fraga, razones técnicas que nos han 
hecho abstenernos. Estas razones técnicas son 
dobles; en primer lugar, la del artículo 89 de 
la Constitución, que, en definitiva, incorpo- 
ra, siguiendo la tkcnica anglosajana que 8 
ha citado, los Convenios debidamente con- 
cluidos por Es-paña al Derecho interno, lo 
que, por tanto, de alguna manera haría in- 
necesaria, en principio, esta remisión; en se- 
gundo lugar, la redaccih de la enmienda «in 
voces del señor Canyellas, la cual, al refe 
rime a la determinación jurisprudencia1 de 
los derechos y libertades, incide, creemos n+ 
sotros, en lo que debe ser la verdadera labor 
del Tribunal Constitucional. 

Por tanto, por creer que estos Pactos es- 
tán ya protegidos en virtud del articulo 89 y 
por creer que la redacción de la enmienda 
ciertamente ofrecía inconvenientes gcnicos, 
nos hemos abstenido. Pero si se concreta y 
hay una formación de voluntad en el sentido 
de que tanto el Pacto de Derechos Económi- 
cos y Sociales como el de Derechos Civiles y 
Políticos de las Naciones Unidas (y, si se 
quiere, con la adición también de los conve- 
nios euro-Deos en la materia) reciban una pro- 
tección constitucional; si este tema se estu- 
dia adecuadamente y si por el Grupo Parla. 

nentario prapomente se plantea en el Pleno 
ma enmienda que reúna las características 
gcnicas necesarias, nosotros, -por creer que 
je trata de una enmienda progresiva, en prin- 
Eipio otorgaríamos a la misma nuestra me- 
ior consideración. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pé- 

Tiene la -palabra don Gregurio Peces-Barba. 
rez-Llorca. 

El seiior PECES-BARBA MARTINEZ: Se 
ñor Presidente, para explicar el voto del Gru- 
po Parlamentario Socialista y, al mismo tiem- 
po, para desvanacer la sorpresa que ha ex- 
presado el señor representante da1 Grupo 
Parlamentario de Unión de Centro Demmrá- 
tico. 

El Grupo Parlamentario Socialista es cohe- 
rente con lo que dijo en el Pdeno del Con- 
greso sobrre la internacionalización de los de- 
rechos funhmentailes. Por eso está a favor 
de que. se produzca r&pidamente jla ratifica- 
ción de la Cmvención Euro-pea de Derechos 
Fundamentales y todos sus protocolos adicio- 
nales, aunque eso no depende de nosotros, 
sino que el impulso necesario para ello ha de 
provenir precisamente del  partid^ del Gobier- 
no y del GoMsno  en este momento. La in- 
ternacionailizaci6n de los derechos fundamen- 
tales pasa esenoiailmente por la piena inser- 
ción en la Convención Europea de Dereuhos 
Huananos. 

La enmienda del señor Canyellas no va en 
la línea de la intmaoionalizac~ón de las de- 
rechos fun&mentales, sino de la nacionaliza- 
ción de lo internacional, que es cosa muy dis- 
tinta. 

Por otra parte, entendemos que las coinci- 
dencias entre los Grupos Parlamentaxks, 
cuando rn coincidencias de da razón y de la 
técnica, son siempre de alabar. Asimtimo, en- 
tendemos que, después de las explicaciones 
que ha dado su representante, la Unión de 
Centro Democrático ha venido a dar la ra- 
zón a 1- que sosteníamos la improcedencia 
de aprobar la enmienda planteada por el se- 
ñor Canyellas. 

Para terminar, recordaré simplemente, una 
vez más, en relación con el Pacto de Derechos 
Civiles y Pallticos de las Naciones Unidas, 
que hasta ahora -repito, hasta ahora- nin- 
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guno de los paises donde existen los derechos 
fundamentales reconocidos a nivel interno, es 
decir, ninguno de los pafses donde existe la 
democracia -política, los ha ratificado. Sin em- 
bargo, la Convención Europea de Derechos 
Humanos, que supone una auténtica interna- 
cionalización par el camino de una protección 
práctica de los derechos fundamentales, está 
ratificada por todos los países europeos oc- 
cidentales que protegen los derechos huma- 
nos, pero hasta ahora, por una falta de pro- 
visión y de urgencia del Gobierno, al que re- 
presenta el partido de Unión de Centro De- 
mocrático, no se han ratificado en nuestro 
país. 

Ese es el camino de la internacionalizaci6n. 
Y si esos entusiasmos de defensa de los tex- 
tos internacionales se produce en Unión de 
Centro Democrático, nosotros los apoyaremos 
siempre cuando sean prácticos; por ejemplo, 
en el tema de la Convención Europea. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pe- 

El señor representante de la Minoría Cata- 
ces-Barba. 

llana tiene la palabra. 

El señor SENDRA NAVARRO: Solamente 
para manifestar, en n'ombre de la Minoría Ca- 
talana, que don Antón Canyellas se reserva el 
derecho a defender su enmienda posteriormen- 
te  en el Pleno. 

A ~ ~ ~ C U I O  155 El señor PRESIDENTE: No habiendo más 
solicitudes de palabra, pasamos a debatir el 
artículo 155, que tiene tres apartados. Corno 
recordarán S S .  SS. ,  es correlativo al 153 dell 
primitivo proyecto, que constaba de cuatro 
apartados. 

Enltramos en el examen de las enmiendas 
y votos particulares. En primer lugar, tiene 
la palabra don Licinio de la Fuente para de- 
fender su enmienda número 35. 

El señor DE LA FUENTE DE LA FUEN- 
TE: Señor Presidente, señoras y señores Di- 
putados, trataré de defender mi enmienda lo 
más b.revemente posible. 

Mi enmienda pretende que se adicime al 
párrafo letra a) un último inciso en el cual se 
reconozca también legitimación para interpo- 
ner el recurso de inconstitucionalidad a un 

número determinado de ciudadanos. Es decir, 
se trata en el fo,ndo de reconocer a los par- 
ticulares la facultad de establecer recurso de 
inconstitucionalidad de una ley, puesto que 
en definitiva esa ley afecta directamente a sus 
propios derechos, 

Ya colmprendo que un reconocimiento a to- 
dos y cada uno de los ciudadanos podría con- 
ducir a una extraordinaria proliferación de 
recursos y por ello es por b que proponía que 
la legitimación correspndliera a un número 
importante de ciudadanos que yo, a título in- 
dicativo, señalaba en 10.000, pero, evidente 
mente, si esa cifra se considerase escasa, po- 
dría ser incremenltada, por ejemplo -yo lo su- 
gerí asi en una rectificación de mi propia en- 
mienda-, a 25.000. 

En cualquier caso, se trataría de hacer pcr- 
sible que los ciudadanos por sí mismos tuvie- 
ran la posibblidad de plantear un recurso de 
inconstitucioaalidad, Lmrque encontramos que 
la regulación actual contiene en cierto modo 
un vacío a ese respecto. 

Si miramos en el párrafo letra a) quiénes 
están legitimados para interponer el recurso, 
nos encontramos con aue, en primer término, 
se menciona al Presidente del Congreso de los 
Diputados, al Presidenrte del Senado y al P r e  
sidente del Gobierno. Estos Presidentes esta- 
rán normalmente implicados en la mayoría po- 
lítica que hizo posible la norma que se trata 
de recurrir y, por tanto, puede no existir en 
ellos, lbgicamente, el intess  de recurrir ante 
el Tribunal Constitucional contra una norma 
que han aprobado las Cámaras de que ellos 
son miembros -e incluso de cuya mayoría 
aprofbatmia han formado parte-, o bien una 
norma del Gobierno que probablemente esta- 
rá en la misma mayorfa política que estk el 
Presidente del Gobierno o d del Senado, por- 
que esto es 10 que normalmmte ocurre en los 
regímenes parlamentarios. 

Después, ese párrafo a) da también legiti- 
maci6n a los Presidentes de las Asambleas de 
Comunidades autónomas o los Consejos de 
Gobierno de las mismas. Son de apli~ación 
en gran parte las mlismas objeciones - q u e  
no son objecion'es, sino limitaciones- que yo 
ponía al principio en relación con los Presi- 
dentes de las Cortes y del Gobierno. Pero, 
además, es que yo pienso que esta legitima- 
cidn está establecida normalmente en función 
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del propio ámbito de competenoias que tiener 
1% mismas Comunidades autónomas, mientras 
que las posibilidades de que una nueva l q  
sea inconstitucional lpor otros motivos son 
claro está, muy amplias. 

Queda también la posibilidad de los cin- 
cuenta Diputados o veinticinco Senadores, 
Aparte de que, evidentemente, en rnwhos ca. 
sos la mayoría de los Diputados y de los Se- 
nadores estarán imiplkados en la decisión p 
lítica que trata de impugnarse, a mí me pa- 
rece excesivo el número de cincuenta Diipu- 
tados o veinticinco Senadores. En cualquier 
caso, entiendo que los ciudadanas no dekn 
quedar absolutamente pendientes de que sus 
representantes en las Cortes se decidan a in- 
terponer o no un recurso de incunstituciona- 
lidad, sino que deben tener esta capacidad 
por sí mismos. 

Queda, por supuesto, par analizar una ú1- 
tima institución que de alguna ,manera se 
podría decir que responde a esta ficnnalidad del 
ejercicio de lo que pxlríamm llamar una ac- 
ción, popular de inconstitucionalidd. Me re- 
fiero a esa institución del Defensor del Pue- 
blo, dei que parece que no podrfamos predi- 
car esas limitaciones que yo señalaba antes 
para los distintos cargos políticos. Pero yo 
diría que debemos considerar que el Defen- 
sor del Pueblo también está nombrado, de 
acuerdo con lo que dice la Constitución, por 
las Cortes Generales y, ldgicamente, puede de 
alguna manera estar impiicado políticamente 
en la mayoria que ha hecho jmsible la ley o 
la norma que se trata de impugnar. 

Por otra parte, se trata de una institución 
nueva que vamos a crear ahora, que hay que 
regular dwpués, cuya posible eficacia está 
por ver, y yo deseo que sea muda. Tengo 
una gran esDeranza en esta institución, pero 
no cabe duda de que es una novedad en nues- 
tro Derecho y no quisiera yo que los derechos 
de las ciudadanos españoles quedaran pen- 
dientes del posible acierto, diligencia y efica- 
cia de esta nueva institución de nuestro m- 
denmiento jurídico, 

Por todas estas razones, entiendo que de- 
be darse esta legitilmación~ a los ciudadanos, 
estableciendo un número suficientemente am- 
plio para que no pueda temerse una excesiva 
proliferación de recursos constitucionales. En 
este sentido, y rectificando lo que digo en mi 

propia enmienda, ya que a este respecto &lo 
ponía un rimero indicativo, yol propondría que 
se reconociera esta legirtimaoión a un gnipo 
de 25.000 ciudadanos y que este inciSa se in- 
cluyera al flinal del artlculo 155 que no6 ocu- 
pa, Nada más, y m u h s  gracias, sefiolr Pre- 
sidente. 

El señor PR!ESI~DENTE: Gracias, señor De 
la Fuepte. Ha solicitado la palabra, y la ti&, 
don Jmdi Salé Tura. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, es 
para consumir un turno en contra de la en- 
mienda que acaba de presentar don Lioinio de 
la Fuente. 
Yo creo que la propuesta que él hace, sea 

de 10.000 ciudadanos o se aumentae esta ci- 
fra a 25.000, produciría, en primer lugar, aun 
admitiendo ese aumento, un grave daño: el 
de la extrema inseguridad jurídica. Creo -y 
ésta es una opinión muy personal- que ya 
de por sí el actual párrafo a) puede produ- 
cir esta inseguridad jurídica, puesto que, de 
heoho, constitucionakiza el recurso de incons- 
tituuonalidad por vía de accibn, y esto p e -  
de llegar a producir, incluso, la t ransfma-  
ción del Tribunal Constitucional en una es- 
pecie de tercera amara ,  escasamente condm- 
lable, pur otro lado, si se tiene en cuenta el 
plazo de vigencia del nombramiento de los 
jueces, que trasciende más allá de una legis- 
latura. Pero yo creo que este pelilgro, que 
existe y que en muchos paises ha dada lugar 
de heoho (incluso ésa fue nuestra propia ex- 
periencia en la 11 Reipizblica) a una transfor- 
mación del recurso de inconstitwionalidad, 
aumentaría tremendamente si se aceptase una 
enmienda como la que propone el señor De 
la Fuente, puesto que, para decirlo con toda 
zlaridad, creo que se prestaría a toda clase 
le  demagogias y sería una forma de interfe- 
*ir sistemáticamente y por vía extraparlamen- 
:aria la actividad legislativa de las Cortes. 
Por lo demás, ya existe, como el mismo ha 

wordado, la vía del Defensor del Pueblo re- 
gulada en el artícwlo 49 del te- constitu- 
5-1, que, si funciona como 8s debido -y 
d o s  debemos procurar que funcione colmo 
?s debido-, es una vía de acción que v i -  
irá canalizar las inquietudes de la poblacibn. 

Por consiguiente, yo creo que esta enmien- 
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da debe rechazarse, porque, insisto, aumenta- 
rfa lo que, a mi parecer, ya encierra un gra- 
do importante de posilble inseguridad jurídi- 
ca en la regulación del recurso de inconstitu- 
cicmalidad. Muchas gracias. 

El señor PRESLDENTE: Mucha gracias, se- 
ñor Solé. Para un segundo turno a favor de 
la enmienda tiene la palabra don Manual 
Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Entiendo yo que justamente las razones que 
ha dado el señor Solé Tura nos reafirman en 
la posición de que introducir aquí la inicia- 
tiva papular es conveniente. 

Debo empezar por hacer una deolaración 
general, y es que, igual que ocurrió en la Po- 
nencia, ha sido Alianza Papular, quizá hacien- 
do honor a este calificativo de «popular», el 
Grupo que más sistemáticamente ha defendli- 
do  l a  formas de democracia semidirectas y 
que propuso varias formas de referéndum que, 
desgraciadamente -yo creo que equivocada- 
mente-, han sido recortadas por esta Comi- 
sión. 

Recordemos que ya en1 artículos anteriores 
ha surgido esta cuestión y, bajo el pretexto 
de defender la democracia representativa, 
contra la cual, ciertamente, no tenemos na- 
da, se ha querido quitar, forzando lo que al- 
gunus autores llaman la partitocrasia, la po- 
sibilidad de que el pueblo pueda, ante medi- 
das determinadas, intervenir por la vía de las 
formas tradicioaales de elección popular: el 
referéndum. 

No entraba aquí la tercera, la del «recall» 
o revocación, que quizá en ailgún momento 
más adelante fuera interesante considerar. 
Así, había tres fórmulas de referéndum. Una 
de ellas es la que permitía al Jefe del Estado 
someter a referéndum una ley que se apro- 
base por una pequeña minoría de cinco Se- 
nadores o diez Diputados, y la hemos quitado. 
Había la posibilidad - q u e  se acaba de ejer- 
cer en Italia sin ningún riesgo, como se ha 
visto- de que un grupo de ciudadanos pueda 
pedir la revocación de una ley. Pero hemos 
dejado sólo la figura, a mi juicio estrambó- 
tica, de un referéndum consultivo, como si 
después de que el pueblo diga no a una me- 

dida, pueda haber Gobierno que diga sí. No 
veo cómo se puede funcionar así. 

Aquí se ha invocado el problema de la in- 
seguridad jurídica. No hay tal, porque en es- 
te caso, a diferencia de lo que ocurre en el 
número 2 del artículo 154 que acabamos de 
aprobar, no hay suspensión ni hay ningún 
efecto que no sea el puramente evolutivo. De 
modo que el Tribunal verá si considera que 
hay o no inconstitucionalidad, pero, entre 
tanto, no se produce ninguna forma de inse- 
guridad jurídica. Por el contrario, parece muy 
conveniente que, además de las figuras que 
hay en el proyecto de la Ponencia, o como 
veo aquí en una enmienda «in voce» muy inte- 
resante, pueda efectivamente haber, con el 
núniero de firmas que sea necesario, la posi- 
bilidad de que un grupo de ciudadanos inter- 
ponga este recurso. 
Y no hay riesgo tampoco, a mi juicio, como 

se ha indicado, de que el Tribunal se convier- 
ta, de esta manera, en una tercera Cámara. 
El Tribunal, como el Tribunal Supremo de los 
Estados Unidos, está simplemente «ad ca- 
sum», para decir si tal o cual norma, dentro 
de las que tiene que aplicar, que son la Cons- 
titución y las leyes orgánicas, corresponden 
o no a los principios de constitucionalidad. 
No es una tercera Cámara legisladora, ni to- 
ma iniciativas legislativas, ni puede sustituir 
esa norma por otra; es un típico órgano ju- 
risdiccional de carácter especial que dice si 
una norma se conforma o no con la norma 
de normas que es la Constitución. 

N o  hay, pues, peligro alguno de lo que se 
llamó en un libro famoso «el gobierno de los 
Jueces en los Estados Unidos)). Sería, sim- 
plemente, cumplir lo que es su función y, na- 
turalmente, para cumplirla hace falta que al- 
guien lo pida. 

El argumento que con toda razón ha ex- 
puesto don Licinio de la Fuente, en el sentido 
de que la iniciativa popular complementa la 
tendencia, tal vez, de ciertas mayorías a no 
dar facilidades a que los órganos normales 
funcionen, nos parece muy puesto en razón. 

Por lo tanto, pedimos que se mantenga la 
enmienda, y si algún Grupo quisiera conside- 
rar con este motivo el que se aceptase que 
fuera con mayor número de firmas, no ten- 
dríamos inconveniente en ello. 
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El señor PRESIDENTE: Para un segundo 
turno en contra, solicita la palabra, y la tiene, 
el señor Cisneros. 

El señor CISNEROS LABORDA: Sin pre- 
tender, porque entiendo que no es éste el mo- 
mento, reabrir en todo su alcance el debate 
al que asistimos con ocasión de la discusión 
del artículo 80 acerca de las eventuales ven- 
tajas e inconvenientes de la democracia re- 
presentativa sobre otras formas de acción di- 
recta o que aseguren una vía más expedita, 
como este sí o no popular, nosotros, el Gru- 
po de Unión de Centro Democrático no va- 
mos a votar la propuesta de don Licinio de la 
Fuente. 

Quizá este debate fuese innecesario si el 
artículo 155 no existiera. En este momento 
me asalta la duda de si realmente una ma- 
teria tan concreta como es la determinación 
de la legitimación para interponer recursos 
ante el Tribunal Constitucional no estaría más 
claramente incursa en los supuestos cabales 
de la Ley Orgánica que ha de desarrollar el 
propio Tribunal. 

Pero en todo caso, sin entrar en la cuestión 
dogmática de si la apertura o el reconoci- 
miento de ese recurso formulado en la en- 
mienda del señor De la Fuente daría o no lu- 
gar a la constitución de una auténtica tercera 
Cámara, o de si sería una vía de llegar a al- 
canzar una suerte de gobierno de los Jueces, 
lo que sí vemos con preocupación es que esta 
posibilidad de interponer recurso, aun con 
25.000 firmas o con una cifra más prudente, 
en todo caso, viniese a determinar el riesgo 
de una esterilización de las funciones del Tri- 
bunal Constitucional por la acumulación de 
la interposición de recursos ante el mismo 
por un número de ciudadanos cuya moviliza- 
ción, incluso de forma sistemática y perma- 
nente ante él, podrfa estar al alcance de cual- 
quier formación extraparlamentaria o de es- 
casa proyección popular. 

Incluso compartimos, de algún modo, la 
preocupación del señor Salé Tura, en el sen- 
tido de que más cabría objetar la excesiva 
apertura de figuras a las que se confle el re- 
conocimiento para ra interposición de este re 
curso que no su supuesta o sedicente cicate- 
ría. 

El señor De la Fumte, en su d e h a ,  decía 

que la voluntad de un grupo significativo de 
ciudadanos respecto a la interposición de este 
recurso no podfa estar fiada a que se viera se- 
cundada por sus representantes parlamenta- 
rios. Nosotros creemos que el problema es más 
especulativo o de laboratorio que propiamen- 
te político. Si esa iniciativa está en condicio- 
nes de movilizar un número significativo de 
firmas o de voluntades para interponer el re- 
curso, en mejores mndiciones lo estaría para 
movilizar la voluntad de un grupo prudente 
de cincuenta Diputados y -si se aceptta una 
enmienda «in vote» que está en circulación- 
otros cincuenta Senadores que lo interpusie- 
ran en su nombre. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Cisneros. 

¿El Grupo Parlamentario Vasco insiste en 
su enmienda número 684, en solicitud de que 
se añada «y dos G m p  Pmlmentarios))? 

El señor VIZCAYA RETANA: No, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
El Gnmpo Parlamentario Mixto tenía una en- 

mienda solicitando que fueran 200.000 elec- 
tores. 

El señor FUEJO LAGO: Se retira, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Fuejo. 

El señor Letamendía, en su enmienda nú- 
mero 64, pedía que en vez de ((el Defensor 
del Pueblo)) se hablase de «los Defensores de 
los Pueblos)), en plural. (Pausa.) 

Pasamos entonces a debatir la enmienda al 
párrafo letra a) del artículo 155, presentada 
por Unión de Centro Democrático, a cuyo 
efecto tiene la palabra el señor Esperabé. 

El señor ESPERABE DE ARTEAGA GON- 
ZALEZ: Con la venia de la Residencia. Se- 
ñoras y señores Diputados, voy a defender 
muy brevemente una enmienda (u'n vocen que, 
en definitiva, no es una enmienAa de fondo, 
sino más bien de técnica legislativa, de me- 
jora del proyecto en la forma como nos lo 
'propone la Ponencia. 
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En al artículo 155, párrafo a), se nos plan- 'ra en cincuenta Di,putada y cincuenta Sena- 
tea el problema de quiénes son las personas 
que están activamente legitimadas para pro- 
mover el recurso de inconstituciondidad de 
las leyes ante el correspondiente Tribunal. 
Y lo resuelve en el sentido de decir que están 
legitimados activamente el Presidente del Con- 
greso de los Diputados, el Presidente del Se- 
nado, el Presidente del Gobierno, el Defensor 
del Pueblo -personas que no plantean nin- 
gún problema, puesto que son únicas y no se 
dan a nivel de comunidades, de regiones o de 
nacionalidades- y, además, un número de 
cincuenta Diputados y de veinticinco Sena- 
dores. Sin embargo, el texto de la Ponencia, 
después de la expresión «el Presidente del Go- 
bierno)), dice que estarán legitimados «los Pre- 
sidentes de las Asambleas da Comunidades 
Autónomas y los Presidentes de los Consejos 
de Gobierno de las mismas)). Pero como se da 
la circunstancia de que son bastantes, de que 
van a ser bastantes autonmfas, y que en el 
orden de organización de su sistema de go- 
bierno no va a haber un informe único, que va 
a haber autonomías que tengan un Consejo, lo 
llamen de una forma o de otra, y que, inclu- 
so, algunas no pueden tener Asamblea, enton- 
ces, si se mantiene el texto de la Ponencia, 
estaríamos en la alternativa de que algunas 
de esas autonmfas no podrían ejercitar el de- 
recho de inconstituciondidad por este cauce 
o habría que reformar e1 sistema. 

En consecuencia, Unión de Centro D m o -  
crático propone que, después de «el Presiden. 
te del Gobierno)), se diga que están iegitima- 
dos (es la expresión en el apartado) «el De- 
fensor del Pueblo, cincuenta Diputados, cin- 
cuenta Senadores, los Presidentes de los Or- 
ganos Ejecutivos de las Comunidades Autó- 
nomas, y, en su caso, los Residentes de las 
Asambleas de las mismas)). Con esto queda 
mejor redactado el pmyecto. 

Y en cuanto al número de Diputados y Se. 
nadores, los igualamos a cincuenta, porque 
entendemos que, en definitiva, el recurso con- 
tra la imnstitucioaalidad de una ley no ec 
un juicio que pudiéramos llamar una especif 
de verbal civil, sino que hay que darle cierta 
seriedad y que; hay que exigir, por tanto, ur 
número mínimo de lparlamentarios, que en es. 
te caso Unión de Centro Democrático los ci 

iores. Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
3pe r  abé . 

¿Algún turno en contra de la propuesta de 
Jni6n de Centro Democrático? (Pausa.) 

No habiendo solicitud de palabra, vamos a 
poner a votación la letra a) del artículo 155, 
mbre legitimación para la interposición del 
recurso de inconstitucionalidad. 

En primer término, vamos a votar la en- 
mienda número 35, que ha sido detfendida por 
el señor De la Fuente y obra en 'poder de 
S S .  SS.,  con la modificación «in vote)) de que, 
:n lugar de ser 10.000 ciudadanos, sean 25.000. 

Efectuada la votación, fue rechazada la en- 
mienda por 28 votos en contra y dos a favor, 
sin abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Seguidamente se 
pone a votación la enmienda «in vocea a la le- 
tra a) presentada por Unión de Clentro Demo- 
crático y defendida por el señor Esperabé de 
Arteaga. 

Efectuada ¿a votación, fue aprobada la en- 
mienda por 30 votos a favor y ningu. PO & en con- 
tra, con una abstención. 

El señor PRESIDENTE No habiendo sido 
debatidas las letras b) y c) del propio aritícu- 
lo del texto de la Ponencia, las ponemos a 
votación conjuntamente. 

Efectucuh la votación, fueron aprobadas las 
letras b) y c )  por unanimidad, con 31 votos a 
favor. 

El señ0.r PRESIDENTE: Explicación de vo- 
to, si ha lugar. (Pausa.) Time la palabra el se- 
ñor Solé Tura. 

El señor SOLE TURA: Yo me he absteni- 
do en la votación de la enlmienda «in vocei> 
presentada por Unión de Centro Damwráti- 
co no porque esté en contra de esta enmien- 
da «in vote», que me parece que es una sus- 
tancial mejora en comparación con el texto 
del informe de la Ponencia, sino para m w  
trar mi escaso entusiasmo por la regulación 
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del recurso de inconstitucionalidad por la vk 
de acción. Simplemente ése ha sido el sentid 
de mi abstención. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoi 

Tiene la palabra el señor Peces-Barba, del 
soie. 

Gmp Socialista, para explicación de voto. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, para expiiicar nuestro voto fa- 
vorable, porque entendemos que todo el con- 
junto de este Título IX, y muy eqxcialmen- 
te este artículo que hemos votado, y cuya ve 
to estamos expliicando, supone un evidente 
progreso, al recoger en la Constitución uno de 
los aspectos más progresivos de la historia 
del pensamiento constitucional, oomo es el 
control de la constituoiomlidad de las leyes 
y el recurso de amparo. 

Han sido los sectores conservadores, ,los 
sectores regresivos, los seotores que se 
nfan a la plena democratización, los que han 
estado en contra de la existencia del control 
de la mnstitucionalidad de las leyes, y por 
eso el Grupo Socialista, que está entre los sec- 
tores progresivos, entre los sectores que pre- 
tenden la profundización de la democracia, 
ha votado a favor de este articulo y esta a p  
yando a fondo todo el tema del cuntrol de 
constitucionalidad del Tsibunel de vigilancia 
o de contra1 de la legislación ordinaria. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Peces-Barba. ¿Más solicitudes de palabra? 

El señor FUGA IRIBARNE: Supongo que 
el señor Peces-Barba se refiere al Partido Co- 
munista, que es el único que ha votado en con- 
tra de este precepto. 

El señor SOLE TURA: El Grupo Parla- 
mentario Comunista no ha votaáo en contra: 
se ha abstenido. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Como se ha 
aludido a partidos políticos ... 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Miel 
refería a historia constitucional. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Perdón, re- 
mito mi intervención. 

El señor SOLE TURA: Yo pedía la pala- 
bra, por si acaso de la interpretación del se- 
ñor F r w  se considera ba... 

El señor PRESIDEN?;E: No se relaje la Co- 

Pasamos al artículo 156, de la capacidad 

Enmienda número 74, de don Federico 

misión y guarden SS. SS. las formas. AitCculo 156 

de los Tribunales de supeladón, etc. 

Silva. 

El señor SILVA MUROZ: Con la venia, 
señor Presidente. Yo había formulado una en- 
mienda al artículo 156, que trataba f u n d m n -  
talmente de whblecer seguridad jurídica y de 
impedir que se paralizase 'la acción de la jw- 
ticia ordinaria. Por eso proponía que se in- 
corporase un irmiso final en este artíouío, en 
el que se dijese que en ningún caso podrá 
paralizarse la tramitación del proceso. 

Contmtpiando el artíciulo 154, apartado ,2, 
se ve que cuando el Gobierno ismpugne ante 
el Tribunal Constitucianal las disposiciones o 
resoluciones adoptadas por los órganos de las 
comunidades a u t ó m a s ,  la impugnación pro- 
ducirá la suspensión de la diqmición o acto 
recurrido, cuya suspensión deberá ser rati. 
ficada o revocada por el Tribunal en el plazo 
de seis meses. 
Pues bien, yo quería ahora ver si en el ar- 

tículo 156 se establecía también un principio 
de seguridad jwídica, visto desde el otro pris- 
ma, desde el punto de vista de la jurisdiicción 
ordinaria, cuando además en esta jurisdicción 
ordinaria está implicado hasta el Tribunal Su- 
premo, puesto que se habla en el articulo 156 
de un Tribunal de apelación o de casación, es 
iecir, el propio Tribunal Supremo. 

Cuando consideran inconstitucional una de- 
terminada ley estos Altos Tribunales, plan- 
:ean el tema ante el Tribunal Constitucional. 
f, entonces, ¿qué pasa? La jurisdicción ordi- 
iaria, representada en este caso por el más 
dto Tribunal de apelación o de casación, que 
.iene que ser el Txibunal Supremo, ¿paraliza 
a actuación o continúa ésta? Si se Iparailiza, 
:reo que se produce un gran daño a la acción 
le la justicia y a todas las normas procedi- 
nentales de nuestra Ley de Enjuiciamiento 
3vil y disposiciones procesales en general. 

En segundo témino, creo que se afmta a 
B seguridad jurídica. 
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Por eso considm que por el heoho de in- 
terponer un recurso de inmnstitucionalidad no 
debía paralizarse la acci6n de la justicia o, 
en todo caso, habría que establecer también 
unos plazos por (10s que ésta se intermmpie- 
sa; no de una manera indefinida, sino en pa- 
ralelo con lo que establece el artículo 154, im- 
poniendo una suspensión de tres o de sds me- 
ses, o simplemente ninguna. 

Esta era mi propuesta, dicha en pocas pa- 
labras, para no cansar a la Comisión. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sil- 
va. &Turno en contra? (Pausa.) 

Enmienda número 369, del Grupo Socidis- 
ta, que soliciitaba agregar un nuevo párrafo al' 
precepto. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: He- 
mos presentado una enmienda «in vocen y, 
por conlsiguiente, retiramos aquella enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Peces-Barba. 

Enmienda «in vote» del Grupo Padamen- 
tanio de UCD a este precepto. El señor Al- 
zaga tiene, la palabra. 

- 

El señor ALZAGA VILLAME: Senor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, para) 
sostener la enmienda cin vocen que ha sido 
previamente repartida, cuyo texto consiguien- 
temente doy por conocido y me abstengo de 
reiterar. 

La enmienda, que es a la práctica totalidad 
de la redacción de4 precepto que nos ocupa, 
parte de la Alosofía general en 8mteria de su- 
premacía de da Constitución que en términos 
contundentes ha sido explanada hace breves 
minutos por el señor Peces-Barba en esta mis- 
ma sesión. 

Nosotros entendemos también que la Cons- 
titución la estamos elaborando con una v e i  
ltensi6n de fuerza vinculante capaz de con- 
dicionar realmente a las restantes normas que 
han de componer el ordenamiento jurídico. 
Y ello, por supuesto - c ó m o  no-, también 
en el momento de su aplicación por los tribu- 
nales ordinarios, que son los encargados de 
apiicar las disposiciones de distinto rango 
cuando se plantea la cue&ón, eil debate, so- 
bre el Derecho aplicable a un caso mcreto .  

Ahora bien, nosotros partimos de que ha de 
superarse la técnica de nuestra vieja I - 9  Or- 
gánica del Poder Judioial, que vetaba a los 
tribunales la posibilidad de conocer, y en su 
caso declarar, de una petendida ccmstitucio- 
nalidad o inconstitucionalidad de una ley apro- 
bada en Cortes. Ello era así por una hterpre- 
tación estrecha del principio de divisi6n de 
poderes, en función de la cual se entendía que 
a los tribunales no competía juzgar sobre la 
tarea propia del Ilegislativo. 

Consiguientemente, y en la línea más mo- 
d m a  del Derecho Constitucional contemipo- 
ráneo, entendemos que es preciso introducir 
un ciontrol de constitucionalidad, pero no de 
naturaleza lpolítica, ni siquiera tan sóllo a tra- 
vés de los tribunales ordinarios, sino funda- 
mentalmen'te en base a un Tribunal Consti- 
tucional. Esto es lo que en Derecho Público 
se llama, en términos técnicos, el judicialamo 
racionalizado. 

Pues bien, nuestra enmienda se dirige a que 
reallmente el judicialismo en esta materia es- 
té debidamente racionalizado, porque enten- 
d a o s  con todos los respetos que la fórmula 
recoada en el artículo 156 del infome de la 
Ponencia no es todo lo correcta que desearía- 
mos. 

En efecto, segiín el $texto del informe de la 
Ponencia, la incwtitucionalidad de una ley 
dependería de quién fuese el tribunal que la 
aplicase, de modo que en los supuestas de 
instancia única, como lo son la mayor parte 
de los recursos contencioswadministratiw>s, 
que carecen de aplaci6n, o en el proceso la- 
boral, en que puede decirse por lo general 
otro tanto, nos encontraríamos con que las le- 
yes antkonstitucionales deberían aplicarse de 
modo necesario por los jueces o tribunales. 

En la misma línea plantea la redacción del1 
precepto que nos ocupa que si la apelación 
no se residencia ante un tribunal colegiado, 
sino ante un juez unipersonal, según parece 
tampoco sería posible la declaración de in- 
constitucionalidad. Ello conduciría a la pere- 
grina situación de la existencia de dos orde- 
namientas o, ad menos, a que una norma fue- 
se válida y obligatoria en aquellos casos en 
que el Tribunal actúe en ilnstancia única o la 
apelación estk confiada a un juez unipersonal 
y, sin embargo, fuese anulable en otros su- 
puestos. 
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Por otra parte, la redacción que rebatimos 
supone, para que! entre en juego la competen- 
cia del Tribunal Constitucional, una decisión 
formal sobre la inconstitucionalidad de la ley 
a aplicar por parte del Tribunal que esté en- 
tendiendo del proceso en cuestión, como re- 
sulta del texto, porque si SS. SS. se atienen 
al texto ligera1 verán que en el mismo se afir- 
ma ((cuando un tribunal de apelación o de ca- 
sación considere inconstitucional una ley». 

Es decir, que previamente se tiene que pro- 
nunciar el tribunal que está conociendo del 
juicio en cuestión sobre la inmnetituaionali- 
'dad. Con ello se está entrando en lo que en 
términos tecnicor; se denomina un sistema de 
jurisdicción difusa, aplicado, por ejempio, en 
los Estados Unidos de América en otro con- 
texto, en vez de un mecanismo de jurisdic- 
oión concentrada, que es el propio de todos 
los tribunales consti tucionales especializados 
del mundo. 

En realidad, el sistema, tal como está el pre- 
cepto redactado por (la Ponencia, conducirfa 
a que el juicio de constitucionalidad corres- 
pondería a los tribunales y el de inconstitu- 
cionalidad requeriría el pronunciamiento con- 
junto y conforme de un tribunal ordinario y 
del Tribunal Constitucional. El sistema ni es 
afortunado ni tiene precedentes, que este 
Diputado conozca, en parte alguna del mundo, 
ni siquiera peneamos que pueda llegar a fun- 
cionar. 

En consecuencia, por razones técnicas, es 
deoir, p r  la necesidad de superar los obstácu- 
los subrayados, hemos propuesto una redac- 
ción alternativa, que gira en torno a seis no- 
tas. 

En primer lugar, que se pueda plantear 61 
incidente de inconstitucionalidad por todo juez 
o tribunal, es decir, por un órgano jurisdiccio- 
nal unipersonal o colegiado. 

En segundo lugar, que ello pueda ocurrir 
en primera o en cualquier otra instancia. 

Tercera de las notas que introducimos en 
nuestra redacción es que la instancia del in- 
cidente d'e constitucionalidad se produzca de 
oficio, al objeto de evitar la conversión de di- 
cho incidente en un expediente dilatmio del 
que puedan servirse las partes para sus pre- 
tensiones de demorar el proceso con las fina- 
lidades particulares que puedan perseguir; sin 
que ello obste, por supuesto, a que el juez, de 

oficio, pueda hacerse eco del ruego de las par- 
tes, a la vista del debate que surja en la (di- 
Lis» que se plantee en los autos sobre la pre- 
tendida inconstitucionalidad de la norma a 
aplicar. 

La cuarta nota que introducimos es que no 
corresponde al juez ordinario pronunciarse so- 
bre la inconstitucionalidad, sino sólo entender 
que la norma puede ser contraria a la Cms- 
titución, según deciIms en la enmienda que 
presentamos. 

En quinto lugar, que, en todo caso, corres- 
ponderá dilucidar la pretendida inconstitucio- 
nalidad al Tribunad Constitucional, es decir, 
optamos claramente por al procedimiento de 
jurisdicción concentrada. 
Y en sexto lugar, decimos que e l b  ocurri- 

rá en la forma que establezca la ley, porque 
8s preciso, como ocurre en la totalidad, prác- 
ticmente, de los paises que tiene previsto 
este mecanismo jurisdiccional, un desarrollo 
legislativo que regule en forma expresa el in- 
ciden te de incons ti tudonalidad. 
Por estas razones, seilor Presidente, solici- 

jtaunos el voto favorable para la enmienda que 
nos ocupa. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, sefior Al- 

Don Manuel Fraga tiene: la palabra #para un 
zaga. 

turno en contra. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
,dente, nosotros colmprendmos las razones, 
brillantemente expuestas por el profesor Al- 
.zaga, que aconsejarían algunos cambios en la 
redacción, pero en conjunto creemos que la 
cuestión principal -que  es aquella en la que 
no hay que errar, porque errar lo menos no 
importa, si se acierta lo principal- no está 
bien planteada. 

Es decir, éste es un sistema jurisdiccional, 
el nuestro, distinto del aglosajón, en el cual, 
efectivamente, )la funciún de los tribunales en 
la creación de normas es distinta que en aque; 
110s países que recibieron el Derecho Romano, 
y que ha sido admirablemente simbolkado en 
una frase famosa en Inglaterra, cuando dicen 
que si un doctor - e n  Inglaterra solamente 
son doctores los médicos- m e t e  un emr, 
procura que nadie se entera, pero cuando un 
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juez comete un error, se convierte en ley del 
Reino. 

Nosotros tenemos conceptos distintos, que 
tienen sus inconvenientes y sus ventajas, con- 
tamos con una tradición jurisdiccional desde 
la recepción del Derecho Romano que es di- 
ffcil cambiar y que, desde luego, no parece 
que deba cambiarse «per saltumn en relación 
con este punto, sino que habría que estudiar 
muy a fondo si qweremos pasar a un sistema 
de jurisprudencia muy semejante al «common 
law)), o, por el contrario, seguimos en la tra- 
dición del Derecho escrito y el juez someti- 
do a la ley. 

En estas circunstancias, creo que la Ponen- 
cia hizo una propuesta muy prudente y muy 
digna de ser considerada, que es la de limitar 
esta facultad de consideración de oficio de la 
posibilidad de que haya una razón de incons- 
titucionalidad en una ley que se alegue a 10s 
tribunales de apelación o casación. 

En el momento en el que un juez de paz, 
un juez comarcal, un juez de primera instan- 
cia, tenga esta posibilidad, teniendo en cuenta 
d sistema de nuestro país, que no es precisa- 
mente el inglés, de un número limitado de 
abogados, tengo la sensación de que iríamos 
demasiado lejos. 

Por tanto, entiendo que la redacción del 
precepto era buena y limitaba esta faculltad 
a los tribunales de casación y apelación, que 
sería lo más prudente, por lo menos, en esta 
fase de nuestro trabajo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Fraga. No hay un segundo tumo, pur- 
que es enmienda verbal. 

Pasamos a debatir la enmienda de adición 
d e  un apartado 2 al artículo 156, formulada 
p r  el Gmpo Socialista del Congreso. El se- 
ñor Peces-Barba tiene la palabra. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: He 
dicho, en una explicación de voto al artículo 
anterior, que todo este Titulo supone un pro- 
greso ianprtante en Ia historia del Derecho 
Constitucional y un Título enormemente pro- 
gresivo. 

Efectivamente, frente a la vieja tesis del 
pensamkntio liberal del siglo XVIII, plasma- 
da muy concretamente en «El espíriltu de las 
leyes», de Montesquieu, de que los jueces so- 

lamente tienen que aplicar, casi mecánicamen- 
te, en base al silogismo judicial, !las leyes que 
emanan del órgano que detenta la voluntad 
popular, que es el legislativo, hemos pasado 
y conseguido que los tribunales (concretamen- 
te  en, el procedimiento que a4uí se establece, 
acorde con el sistema de Derecho continental), 
adquieran Ja posibilidad de controlar jurídi- 
camente la constitucionalidad de las leyes or- 
dinarias que son emanadas del poder legisla- 
tivo que detenta la voluntad popular. 

Este progreso, evidente, que desmiente ya 
aquella frase de Montesquieu de que el juez 
es la boca muda que pronuncia las palabras 
de la ley, no debe llevarnos a caer en el ex- 
tremo contrario, es decir, el extremo en vir- 
tud del cual el único poder que quedaría ab- 
solutamente fuera de control sería el Poder 
judicial. 

En una famosa tesis dwtaral de los años 
veinte del señor Lambert, en Francia, se ha- 
blaba del Gobierno de los jueces, y esto, que 
se aplicaba a los Estados Unidos de Améri- 
ca y a la función que estaba realizando por 
aquellos años el Tribunal Supremo Federal de 
los Estados Unidos, no es tampoco bueno. No 
es tampoco bueno porque de ser la boca mu- 
da que pronuncia las palabras de la ley, que 
decía Montesquieu, es decir, no ser nada, a 
ser el único poder qwe no está limitado, hay 
demasiada diferencia. Es necesario encontrar 
un término medio. 

Por eso, nosotros en nuestra enmienda, sien- 
do conecientes de que el problema es difícil, 
que no se puede dejar resuelto definitivamen- 
te en la Constitucidn, decimos que por ley se 
regularán los supuestos de revisión de la ju- 
risprudencia del Tribunal Supremo por causa 
de inconstitucionalidad. Entendemos que de 
esta manera devolvemos el equilibrio, que se 
podrfa romiper si se llega demasiado lejos en 
una dirección, y conlsidermos que es enorme- 
mente juicioso que la ley que regule el Tri- 
bunal Constitucional establezca aquellos su- 
puestos en los cuales la jurisprudencia del Tri- 
bunal Supremo pueda ser revisada por causa 
de inconstitucionalidad. 

Este problema adquiere mucha mayor rea- 
lidad en estos momentos cuando, después de 
la última reforma del Título preliminar del 
Código Civil, la jurisprudencia es prácticamen- 
te una fuente del Derecho. Aunque no se diga 
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todavía, no se e n m e  junto a la ley, la cos- 
tumbre y los principios generales del Dere- 
&o, realmente !la últilma reforma del Título 
preliminar del Código Civil produce el reco- 
nocimiento s&ológico de que la realidad de 
la jurisprudencia es tan importante en la for- 
mación del ordenamiento jurídico que casi es 
una fuente del Derecho. 
En el número 6 del artículo 1.0 del citado 

Título preliminar se dice: «La jurisprudencia 
complementará el ordenamiento jurfdico con 
la doctrina que, de modo reiterado, establez- 
ca el Tribund Supremo al interpretar y apli- 
car la ley, la costumbre y las principios ge- 
nerales del Dereuho)). Si estas  fuentes del De- 
reaho están sometidas al control de mnstitu- 
cionalidad, y de manera muy eminente la ley, 
que es la principal de ellas, parece evidente 
que respecto a la jurisprudencia, en la forma 
que la ley establezca, para que no se pueda 
esto convertir en un procedimiento que difi- 
culte el funcionamiento de los tribunales de 
justicia, debe también reconocerse. 

Por estas razones pedimos a los señures 
miembros de la Comisión que voten favma- 
Memente la d e n d a  «in6 vwe» de adición 
de un número 2 al artículo 156. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El señor Fraga tie- 
ne la palabra. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
d a t e ,  yo creo que el señor Peces-Barba ha 
planteado un problema de enorme trascentkn- 
cia y, como tal, de muy difícil 6olUCión, Sobre 
la base de una enlmiepda (ufi vocen. Yo, des- 
de luego, me voy a oponer a ella, un - 
con los mismos aiigumentos, «a sensu mntra- 
rio», con que antes me opuse a la e d d a  
de Unión de Centro Democrático, defendida 
por el señor Alzaga. Lo mismo que dije antes, 
que no es posible llevu el control de mmti- 
tucimalidad a los juzgados de paz, d i o  ahora 
que no es posible someterle al Tribunal Su- 
premo tan fáciimente a lo que, en definitiva, 
sería una instancia supzaicrr. 

En definitiva, yo sería partidario de que las 
dos enmiendas, que son contrarias, fueran re- 
chazadas. ¿Por qué? Primero, porqua es evi- 
dente que en todo ordenamiento jurídico-palt 
tico, en todo ordenamiento constitucional, hay 

un úiEtimo problema de límites, porque por 
más vueltas que le demos sigue vigente la 
vieja y clásica pregunta de quién guarda a 
los propios guairdimes. 

Evidentemente, siempre habrá una nueva 
posibiilidad de seguir y decir, si se equivoca 
el Tribunal slu(petior, que busquemos otra ins- 
tancia. Pero ni, hay solución. Entre hombres 
hay siempre imperfección en la aplicación de 
la jilsticia y, por otra parte, es evidente que 
cada gen-ón tiene que confomwse con 
hacer justo lo que es posible en ese rnamntu. 
Poner albarda sobre dbmda, C ~ Q  sude de- 
cirse, no es táctica ni para ensillar bmm, 
ni para solucionar prablemas jurídico-coaisti- 
tucienales. 

En una palabra, el Tribunal Supremo debe 
ser supremo (in su &e» y, efectivamiente, 
no p u d 0  dejar de ser supremo quedando 50- 

metida su jurisprudencia a otro órgano distin- 
to. El Tribunal Supremo -yo lo he diuho mu- 
chas veces -ha ido mejorando su jurispru- 
dencia en sucesivos casos; mejm infmado 
por más ilustres letrados o por lo que w, ha 
ido cambiando sus opiniones. Pero una de dos, 
o es un Tribunal Supremo a no lo es, y yo 
entiendo que, en su jurisdicción, debe serlo. 
Vías quedan abiertas para, planteando no tan- 
to la revisión de esa jurisprudencia unno las 
cuestiones de fondo que ésta plantea, llevar 
al Tribunal Comtitucimd estas cuestiones, y 
es indudable que en ese Irnomento la i í l tha 
dekhición la podía hacer, pero par la vía cp? 
debe hacerlo, ya que es n o m  básica de todo 
T r i b a l  Constitucional resolver sobre 10s a- 
s o ~  y las doctrinas, pero no el planteamiento 
de una revisibn de actuaciones de otros ór- 
ganos y menos jurisdiccionales. 

Por estas razones, sefior m i d e n t e ,  entim- 
do que no procede aprobar la d e n d a  <Un 
vote)) defendida con tanta brillantez ,por el 
señor --Barba. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Fraga. 

Pasmos, par tanto, a votar estas enmien- 
das. Esta Presidencia sugiere al señor Silva 
que haga entrega $el texto escrita de su en- 
mienda, si &a en poder de S. S., pues 10 en- 
mienda «in vote» de Unión de Centro Deirno- 
crático tiene sensiblemente un texto similar 
a la número 74 de S. S. 
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El señor SiLVA MUROZ: Señor Presiden- 
te, si me lo permite le sugiero que vayan vo- 
tando las restantes enmiendas y dejen la mía 
hasta el final, con el fin de poder reflexionar 
un minuto sobre ella. 

Si Unión de 
Centro Democrático aceptase referir su en- 
mienda solamente a los Tribunales de alpela- 
ción y casación, sí se podría aceptar la su- 
presión de esta enmienda. Pero si no acepta 
nuestra propuesta tenemos que votar en con- 
tra de la enmienda de UCD, pues no podemos 
subsumirla y hay que votarlas por separado. 

El señor PRESIDENTE: La enmienda de 
UCD dice lo mismo que la número 74, del se- 
ñor Silva. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Nosotros 
queremos que sólo sean los tribunales de ape- 
lación o casación. Por tanto, hay que votar- 
las pol’ separado. 

El señor FRAGA IRIBARNE: 

El señor PRESIDENTE: Es que la enmien- 
da del señor Silva dice: (Cuando los Jueces o 
Tribunales de oficio ... 

El señor SILVA MUROZ: Mi enmienda 
quiere establecer alguna fórmula que engen- 
dre seguridad jurídica en torno a la iparaliza- 
ción o no del proceso. 

El señor FRAGA ZRIBARNE: La enmienda 
del señor Silva dice: «En ningún caso podrá 
paralizarse...». Sólo pedimos que se vote eso. 

El señor PRESIDENTE: Exacto; ahí, sí. El 
resto del texto será igual. 

En consecuencia, se somete a votación el 
último inciso de la enmienda número 74, pre- 
sentada por don Federico Sillva, que dice: «En 
ningún caso podrá paralizarse la tramitación 
del proceso». 

Efectuada la votación, fue rechazada la en- 
mienda -por 21 votos en contra y dos a favor, 
con dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Seguidamente va- 
mos a poner a votación la enmienda «in vo- 
ce» de Unión de Centro Democrático, que ha 
sido defendida por el señor Alzaga. 

El sefior CISNEROS LABORDA: Antes de 
proceder a la votación, someto a la conside- 

ración de la Residencia la procedencia de in- 
cluir dos comas entre la expresión «de oficio)); 
porque, de otra f m a  puede! padecer la com- 
prensión del precepto. No es que restablez- 
camos la Santa Inquisición. sino que se trata 
de decir «un Juez o Tribunal, de oficio, ... ». 

El señor PRESIDENTE: Una vez incorpo- 
radas las comas, se somete a votación la en- 
mienda (in vocen de UCD. 

Efectuada Za votación, fue aprobada la en- 
mienda por 29 votos a favor y dos en contra, 
sin abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Seguidamente se 
pone a votación la enmienda de adición al ar- 
tículo 156, formulada por el Grupo Socialic- 
ta y defendida por el señor Peces-Barba. 

Efectuada la votación, fue  aprobada la en- 
wjienda por 28 votos a favor y dos en contra, 
sin abstenciones, quedando comb apartadoi 
número 2.  

El señor PRESIDENTE: Explicación de vo- 
to. (Pausa.) 

Se suspende la sesión por quince minutos; 
pero se advierte que no quedándonos más que 
dos preceptos de este Título seremos puntua- 
les, porque luego hay que levantar la sesión 
por haber Junta de Portavoces con la Mesa 
del Congreso. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Artículo 157 
Diputados, estamos en el artículo 157, anti- 
guo 155. Existe una enmienda, la número 319, 
de Socialistes de Catalunya. 

El señor MARTIN TOVAL: La retiramos, 
señor Presidente. 

E4 señor PRESIDENTE: El Grupo Socia- 
lista formula enmienda «in voce» al aparta- 
do 1 del artículo 157. Tiene la palabra don 
Gregorio Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Con 
esta enmienda «in voten se trata de recoger 
un alpartado que figuraba en nuestra corres- 
pondiente enmienda por escrito a este artícu- 
lo, que no fue admitido por la Ponencia y que, 
a nuestro juicio, tiene y ha tenido una gran 
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importancia en el valor de las sentencias qu 
se refieren a los temas de constitucionalidac 
En concreto, ,por señalar el ejemplo más ck 
ro, el Tribunal Supremo Federal de los E s 4 2  
dos Unidos incluye en la publicación de su 
resduciones los votos particulares, si los hz; 
biare, en el caso de que se trate. La publici 
dad, tanto de la tesis, digamos, mayoritark 
que es la que se contiene en la propia senten 
cia y, en concreto, en su fallo, que es la ma 
nifestación de voluntad de la resolución, ca 
rno de la tesis de las minorías, en caso de qu 
las hubiere, que son los votos particulara 
tiene que recogerse. Por eso, de lo que se tra 
ta es de que cuando se dice que se publica 
rá en el ((Boletín Oficial del Estado)), dar 'une 

vuelta a la frase -porque si no sería impo 
silble la redacción-, diciendo: ((Las senten 
cias del Tribunal Constitucional se publica 
rán en el ((Boletín Oficial del Estado)) juntt 
con los votos particulares, si los hubiere. Tie 
nen el valor de cosa juzgada a partir del dk 
siguiente de su publicación y no cabe recur 
so alguno contra ellam. A continuacidn vient 
el resto sin modifica~ión alguna. 

Lo que pretendemas es que el ((Boletín Ofi 
cid del Estado» publique, junto a las senten. 
cias del Tribunal Cmwtitucional, los votos par. 
ticdares si los hubiere, porque entendemos 
que es una garantía para todos los ciudada- 
nos, y una garantía de publicidad, no de las 
deliberaciones del Tribunal pero sí del resul- 
tado de las mismas, concretadas en senten- 
cias y en voto particular, si lo hubiere. Nada 
más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pe- 
ces-Barba. ¿Algún turno en contra? (Pausa.) 
¿El señor Fraga ... ? 

El señor FRAGA IRIBARNE: Soy un m- 
tradictor de los asuntos no racionales, pero 
hasta al señor Pecas-Barba dice cosas razw 
nables. (Risas.) Por tanto, me adhiero a su 
enmienda. 

El señor PRESIDENTE: El apartado 2 del 
artículo 157 tuvo una enmienda de Unión de 
Centro Democrático, la número 779, que ha- 
blaba del respeto a los derechos adquiridos y 
que ha sido retirada. Por tanto, no existien- 
do contradicción a los apartados 1 y 2 del ar- 
tículo 157, vamos a poner a votación el apar- 

tado 1, según la m i e n d a  de,] Grupo Parla- 
mentario Socialista. 

Efectuada la votación, fue aiprobado el apar- 
tado 1 del artfculo 157 por unanimidad, con 
29 votos. 

El señor PRESIDENTE: Seguidamente se 
(pone a votación el apartado 2 del artículo 157 
del texto de la Ponencia. 

Efectuada la votación, fue avrobaüo el apar- 
tado 2 del artículo !157 por unanimidad, con 
29 votos. 

El señor PRESIDENTE: Si no hay petición 
de paIabra para exphacidn de voto, pasamos 
al precepto siguiente y iílti'mo de los que van 
a constituir el debate de esta tarde, )por cuan- 
to que, como ya se les ha avisado a SS. SS., 
hay reunión de Junta de Pwtavoces, motivo 
que exige suspendamos la continuidad de la 
cesión. 

Artículo 158 Artículo 158, antiguo 156. Hay una enmien- 
da, la número 2, del señor Carro, que era de 
supresión, por razones obvias, 

El señor FRAGA IRIBARNE: Por razones 

El señor PRESIDENTE: ¿El Grupo Mixto? 

El señor FUEJO LAGO: La rieltiro. 

&vias también, está retirada. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: No habiendo en- 
niendas mantenidas, se pone a votación el m- 
:ículo 158 del texto de la Ponencia. 

Efectuada la votación, fue aprobado el w- 
:ículo 158 por unanimidad, con 30 votos, y 
:on él todo el Tttulo IX. 

El señor PRESIDENTE Han rogado a es- 
a Mesa que ,mañana iniciemos la sesibn a ho- 
a temprana. ¿Los señores portavoces de los 
~nupocs querrían indicar qué entienden por 
lora temprana? 

Varios señores DEPUTADOS: A las diez. 

El señor PRESIDENTE: las diez en 

Se levanta la sesibn. 
unto s t a rán  SS. SS.? (Asentimiento.) 

Eran ICES siete y cincuenta minutos de la 
wde. 
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